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MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL VIGENTE CUANDO 
OCURRIERON LOS HECHOS ANALIZADOS
Los hechos distinguidos como Desaparecidos del Palacio de Justicia y Mapiripán 
ocurrieron en noviembre de 1985 y julio de 1997, respectivamente. Los primeros 
se cometieron en vigencia de la Constitución Nacional de 1886 y del Decreto Ley 
100 de 1980, mientras los segundos, de la Constitución Política de 1991 y de la 
Ley 599 de 2000.
La Constitución de 1886 establecía que las obligaciones de las autoridades de 
la República estaban instituidas para proteger a todas las personas residentes en 
Colombia, en su vida, honra y bienes, asegurar el respeto recíproco de los dere-
chos naturales y prevenir y castigar los delitos.9
En lo concerniente a la responsabilidad de las autoridades públicas, la 
Constitución de 1886 señalaba que, además de ser responsables por el cumpli-
miento de la Constitución y de la ley, lo eran por extralimitación o por omisión 
de sus funciones.10
9 “Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, 
en sus vidas, honra y bienes, y asegurar el respeto recíproco de los derechos naturales, previniendo y castigan-
do los delitos”. República de Colombia, Constitución Política (Bogotá: Diario Oficial No. 6.758-6.759, 7 de agosto 
de 1886), art. 19.
10 “Los particulares no son responsables ante las autoridades sino por infracción de la Constitución o de las leyes. 
Los funcionarios públicos lo son por la misma causa y por extralimitación de funciones, o por omisión en el ejer-
cicio de éstas” (cursivas propias) República de Colombia, Constitución Política, 1886, art. 20.
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Por su parte, en lo referente a los fines del Estado, la Constitución de 1991 
fija que estos son servir a la comunidad; promover la prosperidad general y 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan 
y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender 
la independencia nacional; mantener la integridad territorial y asegurar la convi-
vencia pacífica y la vigencia de un orden justo.11
Además, precisa que las autoridades de la República están instituidas para 
proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, 
creencias y demás derechos y libertades y para asegurar el cumplimiento de los 
deberes sociales del Estado y de los particulares.12
En lo que tiene que ver con la responsabilidad por omisión de los servidores 
públicos, la Carta Política sostiene que estos, además de velar por el cumpli-
miento de la Constitución y de la Ley, responden por la extralimitación o por la 
omisión en sus funciones.13
Esta Carta alude a la responsabilidad del Estado por la acción, omisión o 
extralimitación de las autoridades públicas y, al mismo tiempo, se refiere a la 
acción de repetición que este debe emprender contra el servidor público que incu-
rre en omisión.14
11 “Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efecti-
vidad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en 
las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un 
orden justo”. República de Colombia, Constitución Política (Bogotá: Gaceta Constitucional No. 116, 20 de julio 
de 1991), art. 2, inc. 1).
12 “Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, 
en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los 
deberes sociales del Estado y de los particulares”. República de Colombia, Constitución Política, 1991, art. 2, 
inc. 2. 
13 “Los particulares sólo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los ser-
vidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones”. 
República de Colombia, Constitución Política, 1991, art. 6.
14 “El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la 
acción o la omisión de las autoridades públicas. 
 En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales daños, que haya sido con-
secuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente suyo, aquel deberá repetir contra éste”. 
República de Colombia, Constitución Política, 1991, art. 90.






La Constitución Política de 1991 adoptó el modelo social y democrático de 
derecho y con él, como lo hemos señalado, prevalecen ciertos principios y valo-
res constitucionales, en virtud de los cuales debe interpretarse el orden jurídico 
en su conjunto.15
Los principios constitucionales son aquellos que:
[…] consagran prescripciones jurídicas generales que suponen una delimitación po-
lítica y axiológica reconocida y, en consecuencia, restringen el espacio de interpre-
tación, lo cual hace de ellos normas de aplicación inmediata, tanto por el legislador 
como por el juez constitucional. Son principios constitucionales, entre otros, los con-
sagrados en los artículos primero y tercero: el Estado social de derecho, la forma de 
organización política y territorial, la democracia participativa y pluralista, el respeto 
de la dignidad humana, el trabajo, la solidaridad, la prevalencia del interés general 
(artículo 1); la soberanía popular y la supremacía de la Constitución (artículo 2).16 
A su vez, los valores constitucionales son aquellos que: 
[…] representan el catálogo axiológico a partir del cual se deriva el sentido y la fi-
nalidad de las demás normas del ordenamiento jurídico, pueden tener consagración 
explícita o no; lo importante es que sobre ellos se construya el fundamento y la fina-
lidad de la organización política.17 
Entre ellos pueden ser considerados los de: 
[…] convivencia, trabajo, justicia, igualdad, conocimiento, libertad y paz plasmados 
en el preámbulo de la Constitución. También son valores los consagrados en el inciso 
primero del artículo 2 de la Constitución en referencia a los fines del Estado: el servi-
cio a la comunidad, la prosperidad general, la efectividad de los principios, derechos 
y deberes, la participación, etc.18
Al instituir que Colombia es un Estado social y democrático de derecho, la 
Carta Política le imprimió a la organización político-jurídica propósitos esen-
ciales como el respeto y la protección de la dignidad humana, la efectividad de 
los derechos fundamentales individuales, el reconocimiento al ciudadano de sus 
15 Alfonso Daza González, “La discrecionalidad en el ejercicio de la acción penal frente a los fines del proceso 
penal en el estado social y democrático de derecho”, Verba Iuris 26, 50-57 (2011).
16 Corte Constitucional, Sentencia T-406 del 5 de junio de 1992, M. P. Ciro Angarita Barona.
17 Corte Constitucional, Sentencia T-406 del 5 de junio de 1992, M. P. Ciro Angarita Barona.
18 Corte Constitucional, Sentencia T-406 del 5 de junio de 1992, M. P. Ciro Angarita Barona.
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garantías vitales sociales y económicas, y la asignación de una función social a la 
propiedad privada, entre otros objetivos. 
En concreto, el texto constitucional fijó una serie de fines esenciales del 
Estado, es decir, un conjunto de parámetros y objetivos que debe guiar y limitar 
la actividad de las autoridades públicas al ejercer sus funciones, bien sea en la 
actividad administrativa, legislativa o jurisdiccional. Entre estos elementos 
teleológicos estatales se encuentra el de servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general, garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes constitucionales, facilitar la participación de todos en las decisiones que 
los afectan y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.19 
Lo anterior, dado que “el Estado ya no sólo debe omitir acciones que produz-
can vulneraciones en los derechos fundamentales sino que debe efectuar actos 
tendientes a garantizar de manera efectiva el uso y disfrute de los derechos cons-
titucionales de carácter fundamental”,20 o sea, debe implementar políticas y poner 
en práctica decisiones normativas consecuentes con la protección de los derechos 
y las libertades de los habitantes del territorio. 
Asimismo, las obligaciones que se derivan del derecho internacional de 
los derechos humanos,21 en particular las establecidas en el Pacto internacional 
de derechos civiles y políticos22 y en la Convención americana,23 que ingresan por 
vía del bloque de constitucionalidad,24 le impusieron al Estado colombiano los 
deberes de protección y respeto de los derechos humanos.
19 República de Colombia, Constitución Política, 1991, art. 2.
20 Corte Constitucional, Sentencia C-060 del 1 de febrero de 2005, M. P. Jaime Araújo Rentería. 
21 Organización de Naciones Unidas [ONU], Convención de Viena sobre el derecho de los tratados (Viena, 23 de 
mayo de 1969).
22 Organización de Naciones Unidas [ONU], Pacto internacional de derechos civiles y políticos (Nueva York, 16 de 
diciembre de 1966).
23 Organización de Estados Americanos [OEA], Convención americana sobre derechos humanos (Pacto de San 
José) (San José, 7-22 de noviembre de 1969).
24 Esta expresión ha sido explicada ampliamente en la jurisprudencia constitucional. Ver, por ejemplo, Corte 
Constitucional, Sentencia C-225 del 18 de mayo de 1995, M. P. Alejandro Martínez Caballero; Sentencia T-578 
del 10 de noviembre de 1997. M. P. José Gregorio Hernández Galindo; Sentencia C-400 del 10 de agosto de 
1998, M. P. Alejandro Martínez Caballero; Sentencia T-588 del 12 de agosto de 1999, M. P. Eduardo Cifuentes 
Muñoz; Sentencia T-1319 del 7 de diciembre de 2001, M. P. Rodrigo Uprimny Yépez, entre otras. 






En lo relacionado con el deber de “respetar los derechos y libertades”,25 
hemos indicado26 que esta es la primera obligación que asumen los Estados parte 
frente a los derechos reconocidos en la Convención americana27 y en el Pacto 
internacional de derechos civiles y políticos.28
La obligación de garantía implica el deber de los Estados de organizar todo el 
aparato gubernamental y las estructuras mediante las cuales se manifiesta el ejer-
cicio del poder público, de manera que sean capaces de asegurar jurídicamente el 
libre y pleno ejercicio de los derechos humanos.29 
Como parte de dicha obligación, el Estado está en el deber jurídico de:
[…] prevenir,30 razonablemente, las violaciones de los derechos humanos y de inves-
tigar con los medios a su alcance las violaciones que estén dentro de su jurisdicción, 
25 “Esta sentencia, además de ser reciente, es importante para el tema que nos ocupa en este evento académico 
en la medida que luego de hacer referencia a las obligaciones de los Estados, de manera específica hace refe-
rencia a las conductas de desplazamiento forzado de personas, o deportación, o traslado forzoso de población, 
como se le conoce en el ámbito del derecho penal internacional” Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
Caso Masacre de El Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador, serie C, No. 252. Sentencia del 25 de octubre 
de 2012.
26 Alfonso Daza González, Los deberes del Estado colombiano de investigar, juzgar y sancionar los delitos interna-
cionales (Bogotá: Universidad Libre, 2016).
27 “Obligación de respetar los derechos. 1. Los Estados parte en esta Convención se comprometen a respetar los 
derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a 
su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de 
cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
artículo 2. Deber de adoptar disposiciones de derecho interno. Si en el ejercicio de los derechos y libertades men-
cionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados 
parte se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta 
Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos 
y libertades”. Congreso de la República, Ley 16, “Por medio de la cual se aprueba la Convención americana sobre 
derechos humanos ‘Pacto de San José de Costa Rica” (Bogotá: Diario Oficial No. 33.780, 5 de febrero de 1973), 
art. 1. 
28 “Cada uno de los Estados parte en el presente Pacto se compromete a respetar y a garantizar a todos los 
individuos que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el 
presente Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, ori-
gen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social; 2. Cada Estado Parte 
se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones del presente 
Pacto, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias 
para hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por 
disposiciones legislativas o de otro carácter”. Congreso de la República, Ley 74, “Por la cual se aprueban los 
Pactos internacionales de derechos económicos, sociales y culturales, de derechos civiles y políticos” (Bogotá: 
Diario Oficial No. 32.682, 30 de diciembre 1968), arts. 2.1, 2.2. 
29 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Sentencia del 29 de 
julio de 1998; Caso Vélez Restrepo y familiares vs. Colombia. Sentencia del 3 de septiembre de 2012.
30 Sobre la prevención de este delito puede verse Congreso de la República (1997).
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a fin de identificar a los responsables, de imponerles las sanciones pertinentes y de 
asegurar a la víctima una adecuada reparación.31 
Esta responsabilidad es muy importante, no solo porque va de la mano con la 
de adoptar medidas legislativas (tipificar los delitos internacionales), sino porque 
implica el deber del Estado de organizar todo el aparato gubernamental para crear 
una estructura encargada de investigar, juzgar y sancionar tales conductas.
Es preciso señalar que, con fundamento en los Artículos 132 y 95.233 de la 
Constitución Política de 1991, se construye el principio de solidaridad. Sobre 
este, la Corte Constitucional ha señalado:
En esta dimensión el principio de la solidaridad se despliega como un deber que pesa 
en cabeza del Estado y de todos los habitantes del país. Yendo en el primer caso de 
lo público hacia lo privado, a tiempo que en el segundo del núcleo familiar hacia el 
ámbito social, en una suerte de concatenaciones dialécticas que deben tener siempre 
a la persona como razón y fin último. El deber de solidaridad en cabeza del Estado 
Social de Derecho es inherente a su existencia y cualificación en la esfera de cumpli-
miento de sus fines esenciales, al paso que en cabeza de los particulares el deber de 
solidaridad es exigible en los términos de ley.34
Queda claro que en Colombia el Estado no solo debe cumplir con un conjunto 
de deberes dirigidos a la protección, al respeto y a la garantía de los derechos 
humanos, sino que, además, las autoridades de la República responden por el 
cumplimiento de las normas y por la omisión o extralimitación en las que incu-
rran en atención a sus deberes.
31 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras.
32 República de Colombia, Constitución Política, 1991, art. 1.
33 “La calidad de colombiano enaltece a todos los miembros de la comunidad nacional. Todos están en el deber 
de engrandecerla y dignificarla. El ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en esta Constitución im-
plica responsabilidades. Toda persona está obligada a cumplir la Constitución y las leyes […]. Son deberes de 
la persona y del ciudadano: 1) Respetar los derechos ajenos y no abusar de los propios; 2) Obrar conforme al 
principio de solidaridad social, respondiendo con acciones humanitarias ante situaciones que pongan en peligro 
la vida o la salud de las personas; 3) Respetar y apoyar a las autoridades democráticas legítimamente consti-
tuidas para mantener la independencia y la integridad nacionales; 4) Defender y difundir los derechos humanos 
como fundamento de la convivencia pacífica; 5) Participar en la vida política, cívica y comunitaria del país; 6) 
Propender al logro y mantenimiento de la paz; 7) Colaborar para el buen funcionamiento de la administración 
de la justicia; 8) Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación de un ambiente 
sano; 9) Contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro de conceptos de justicia y 
equidad”. República de Colombia, Constitución Política, 1991, art. 95.
34 Corte Constitucional, Sentencia C-459 del 11 de mayo de 2004, M. P. Jaime Araújo Rentería.






El Código Penal que regía en vigencia de la Constitución de 1886 correspon-
día al Decreto Ley 100 de 1980, el cual indicaba que el hecho punible podía ser 
cometido por acción o por omisión35 y respecto al tiempo del hecho punible de la 
omisión, señalaba que esta se consideraba realizada en el momento en el que tuvo 
lugar la acción omitida.36
En cuanto a la causalidad, esta norma señalaba que el resultado debía tener 
relación con la omisión; además, hacía referencia al deber jurídico de impedir un 
resultado, cuando existía el deber jurídico de hacerlo.37
En lo que tiene que ver con la participación, esta norma hacía referencia a la 
autoría y a la complicidad.38
En relación con el Código Penal vigente con la Constitución de 1991, está la 
Ley 599 de 2000. Esta ley tiene tres artículos que interesan a esta investigación: 
el 25, el 29 y el 30. El primero alude a los delitos de comisión por omisión y a 
la posición de garante; el segundo, a la autoría y el tercero, a los partícipes y, de 
manera particular, al determinador.39 
35 Congreso de la República, Ley 100, art. 19.
36 “Tiempo del hecho punible. El hecho punible se considera realizado en el momento de la acción o de la omisión, 
aun cuando sea otro el del resultado. La conducta omisiva se considera realizada en el momento en que debió 
tener lugar la acción omitida” Congreso de la República, Ley 100, art. 20.
37 “Causalidad. Nadie podrá ser condenado por un hecho punible, si el resultado del cual depende la existencia de 
éste, no es consecuencia de su acción u omisión. Cuando se tiene el deber jurídico de impedir el resultado, no 
evitarlo, pudiendo hacerlo, equivale a producirlo”. Congreso de la República, Ley 100, art. 21.
38 “Artículo 23. Autores. El que realice el hecho punible o determine a otro a realizarlo, incurrirá en la pena prevista 
para la infracción […]. Artículo 24. Cómplices. El que contribuya a la realización del hecho punible o preste una 
ayuda posterior, cumpliendo promesa anterior al mismo, incurrirá en la pena correspondiente a la infracción, 
disminuida de una sexta parte a la mitad”. Congreso de la República, Ley 100, art. 24.
39 “Artículo 25. Acción y omisión. La conducta punible puede ser realizada por acción o por omisión. Quien tuviere 
el deber jurídico de impedir un resultado perteneciente a una descripción típica y no lo llevare a cabo, estando 
en posibilidad de hacerlo, quedará sujeto a la pena contemplada en la respectiva norma penal. A tal efecto, se 
requiere que el agente tenga a su cargo la protección en concreto del bien jurídico protegido, o que se le haya 
encomendado como garante la vigilancia de una determinada fuente de riesgo, conforme a la Constitución o 
a la ley. Son constitutivas de posiciones de garantía las siguientes situaciones: 1. Cuando se asuma volunta-
riamente la protección real de una persona o de una fuente de riesgo, dentro del propio ámbito de dominio; 2. 
Cuando exista una estrecha comunidad de vida entre personas; 3. Cuando se emprenda la realización de una 
actividad riesgosa por varias personas; 4. Cuando se haya creado precedentemente una situación antijurídica 
de riesgo próximo para el bien jurídico correspondiente. PARÁGRAFO. Los numerales 1, 2, 3 y 4 sólo se tendrán 
en cuenta en relación con las conductas punibles delictuales que atenten contra la vida e integridad personal, la 
libertad individual, y la libertad y formación sexuales […]. Artículo 29. Autores. Es autor quien realice la conducta 
punible por sí mismo o utilizando a otro como instrumento. Son coautores los que, mediando un acuerdo común, 
actúan con división del trabajo criminal atendiendo la importancia del aporte. También es autor quien actúa como 
miembro u órgano de representación autorizado o de hecho de una persona jurídica, de un ente colectivo sin 
tal atributo, o de una persona natural cuya representación voluntaria se detente, y realiza la conducta punible, 
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El Estado debe proteger, respetar y garantizar los derechos de los asociados. 
En tales condiciones, les corresponde a los funcionarios servir a la comunidad 
y asumir la posición de garantes que tienen tanto el Estado como los servidores 
públicos.
Sin embargo, consideramos que esta posición de garante, a la que se llega 
por omisión, no es aplicable a la hora de investigar, juzgar y sancionar crímenes 
internacionales,40 porque estos no se cometen solo con omisiones, sino con todo 
un conjunto de acciones y de omisiones. Por tal razón, al vincular a una persona 
en la investigación, el juzgamiento y la sanción de esas conductas no se debe 
hacer por vía de la posición de garante, sino por la vía de la teoría de la autoría 
mediata en estructuras de poder organizado.
En nuestro concepto, la posición de garante se debe reservar a la investiga-
ción, al juzgamiento y a la sanción de delitos nacionales, en las circunstancias 
definidas por la ley penal.
De acuerdo con este análisis, nuestra tesis se funda en que en los dos casos 
objeto de estudio ―Mapiripán y Desaparecidos del Palacio de Justicia―, por 
tratarse de delitos internacionales en los que existió un cúmulo de acciones y 
omisiones por parte del Ejército nacional, debieron ser investigados, juzgados 
y sancionados por vía de la autoría mediata en estructuras de poder organizado.
aunque los elementos especiales que fundamentan la penalidad de la figura punible respectiva no concurran 
en él, pero sí en la persona o ente colectivo representado. El autor en sus diversas modalidades incurrirá en la 
pena prevista para la conducta punible. […]. Artículo 30. Partíicipes. Son partícipes el determinador y el cóm-
plice. Quien determine a otro a realizar la conducta antijurídica incurrirá en la pena prevista para la infracción. 
Quien contribuya a la realización de la conducta antijurídica o preste una ayuda posterior, por concierto previo 
o concomitante a la misma, incurrirá en la pena prevista para la correspondiente infracción disminuida de una 
sexta parte a la mitad. Al interviniente que no teniendo las calidades especiales exigidas en el tipo penal concurra 
en su realización, se le rebajará la pena en una cuarta parte” Congreso de la República, Ley 599, “Por la cual se 
expide el Código Penal” (Bogotá: Diario Oficial No. 44.097, 24 de julio 24 de 2000).
40 “Crímenes de la competencia de la Corte. 1. La competencia de la Corte se limitará a los crímenes más graves 
de trascendencia para la comunidad internacional en su conjunto. La Corte tendrá competencia, de conformidad 
con el presente Estatuto, respecto de los siguientes crímenes: a) El crimen de genocidio; b) Los crímenes de 
lesa humanidad; c) Los crímenes de guerra; d) El crimen de agresión. 2. La Corte ejercerá competencia respecto 
del crimen de agresión una vez que se apruebe una disposición de conformidad con los artículos 121 y 123 en 
que se defina el crimen y se enuncien las condiciones en las cuales lo hará. Esa disposición será compatible 
con las disposiciones pertinentes de la Carta de las Naciones Unidas”. Organización de Naciones Unidas [ONU], 
Estatuto de la Corte Penal Internacional (Roma, 17 de julio de 1998), art. 5.
